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Capitulo IX

EL DINERO DE LAS AUTONOMIAS:
UNA POLEMICA INACABABLE




1. TESIS INTERPRETATIVAS

1. Polémica sobre la financiacién autonémica: un debate
de consolidacién

Después de 15 afios de desarrollo del Estado de las Autonomias —y tal
como hemos visto en los restantes apartados de este Informe-, se puede ha-
blar de una notable consolidacién del modelo autonémico tanto en los as-
pectos politico-legislativos como en las estructuras administrativas. Tam-
bién ha quedado clara la importante legitimacién que ha ido adquiriendo
ese modelo en la percepcién de los ciudadanos espafioles en general. Con-
trariamente a lo que podriamos imaginar, en este apartado dedicado a la
financiacién autonémica comprobamos que la intensa polémica sobre los
mecanismos de obtencién de recursos es, de hecho, una demostracién mas
de esa consolidacién. En efecto, la polémica se centra hoy en la bisqueda
de una mejor relacién entre recursos autonémicos y responsabilidades por
el uso y disfrute de esos recursos. Y ése es, sin duda, el camino obligado
para convertir a los Gobiernos Autonémicos en Gobiernos «normales»: Go-
biernos que recaudan, Gobiernos que gastan y Gobiernos que rinden cuen-
tas sobre cémo han invertido los recursos que todos les hemos entregado
para que contribuyan a la mejora de nuestra convivencia comun.

2. La dificultad de conjugar autonomia y equilibrio territorial

A continuacién exponemos las principales lineas que ayudan a analizar
hoy los temas de financiacién autonémica y sus posibles vias de desarrollo.

Los distintos tipos de Comunidades Auténomas existentes en Espafia
provocan una serie de situaciones que comportan cierta complejidad en el
modelo de financiacién autonémica y dan lugar a fenémenos paradéjicos:

— Para Comunidades Auténomas que gozan de un mismo nivel com-
petencial, como son las forales (Pafs Vasco y Navarra) y las de régimen
comun del articulo 151 (Andalucia, Canarias, Catalufia, Comunidad Valen-
ciana y Galicia)! hay dos modelos de financiacién distintos. Por el contra-
rio, se aplica el mismo sistema de financiacién a Comunidades Auténomas

! «... se suele incluir entre las CC.AA. de autonomia plena a las CC.AA. asimiladas (Cana-

rias y C. Valenciana), aunque respecto de ellas no encaje ni la denominacién de CC.AA. del
151 ni la de CC.AA. de via rapida.», Ministerio para las Administraciones Publicas, El Estado
Autondmico. Tomo III. Diccionario de Términos Autondmicos, 1993, p. 30.
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de techo competencial muy distinto, como son las de régimen comtn del
articulo 143 (con un bajo nivel de competencias) y las del 151 (con un ma-
yor volumen de competencias). Esto provoca una mayor dependencia
financiera de las Comunidades Auténomas del articulo 151 respecto a la
Administracién Central.

— Un factor especifico como es el de la insularidad, que permite dar un
trato diferenciado a Canarias, no se admite como tal en el caso de la otra
Comunidad Auténoma que presenta la misma caracteristica, Baleares.

Fl rapido ritmo con el que se ha llevado a cabo el proceso de des-
centralizacion del gasto en Espafia cabe ser valorado positivamente. En
poco mas de 10 afios el nivel de gobierno intermedio formado por las Co-
munidades Auténomas ha alcanzado una importancia cuantitativa seme-
jante a la de otros paises que pueden ser tomados como referencia. Sin em-
bargo, no ha ido acompafiado de un proceso paralelo de descentralizacién
de figuras tributarias.

El escaso peso de los ingresos tributarios en el conjunto de recursos
autonémicos y, por tanto, la fuerte dependencia de las Comunidades
Auténomas de la Hacienda Central, provoca una falta de autonomia fi-
nanciera por el lado de los ingresos que da lugar a la llamada ausencia de
corresponsabilidad fiscal: las Comunidades Auténomas disponen de una
capacidad aceptable de decisién por el lado de los gastos y casi nula en
cuanto a los ingresos. Los ciudadanos espafioles pagan la mayor parte de
sus impuestos (IRPF, IVA, sociedades...) a una Administracién, la Central,
distinta de la que les proporciona un elevado volumen de los servicios que
el sector publico espafiol tiene asignados (educacion, sanidad, carreteras,
medio ambiente...). Esta situacién es claramente desaconsejable en la me-
dida en que dificulta la transparencia e impide que los Gobiernos Autoné-
micos den cuenta a sus ciudadanos tanto de su actividad de gastar como de
ingresar. Se produce asi lo que se ha convenido en llamar «ilusién fiscal»:
el ciudadano tiene una percepcién distorsionada del verdadero coste de los
servicios que le proporciona su correspondiente Gobierno Autonémico.

La situacién es totalmente distinta para las Comunidades Auténomas de
régimen foral, que tienen a su cargo la recaudacién y gestién de una serie
de tributos (concertados), facultades de las que el resto de Comunidades

Auténomas, como acabamos de comentar, no gozanz.

Cabe sefialar que la aplicacién del nuevo Acuerdo de Financiacién Au-
tonémica va a suponer un cierto aumento de la autonomia financiera de las
Comunidades Auténomas de régimen comin que acaben aceptando el nuevo
modelo y, correlativamente, un incremento de su corresponsabilidad fiscal.

2 Por ejemplo, el IRPF es un impuesto concertado de normativa auténoma si bien con una
serie de limitaciones; el Impuesto de Sociedades es un impuesto concertado de normativa
auténoma en el cual las Diputaciones Forales no tienen limitacién alguna sobre su regulacién...
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La insuficiencia de los actuales mecanismos de nivelacién o de igua-
lacién de los ingresos en las Comunidades Auténomas de igual ambito
competencial ha provocado el incumplimiento de otro de los principios que
cualquier Hacienda descentralizada debe contemplar: el de la equidad ho-
rizontal. Es decir, que Comunidades Auténomas con un nivel similar de
competencias dispongan de un nivel similar de recursos per cdpita, efec-
tuando el mismo esfuerzo fiscal. Si bien el Acuerdo de 1986 mejoré en
cierto modo la situacién, quedan aun problemas por resolver, lo cual de-
muestra que los mecanismos de subvenciones niveladoras no estan sufi-
cientemente ajustados. Sobre todo, cabe destacar la persistencia de impor-
tantes desajustes entre los ingresos de las Comunidades Auténomas forales
y las de régimen comtin del articulo 151: segtin un reciente estudio®, las pri-
meras disponen de unos ingresos por habitante que son practicamente el
doble de los que gozan las segundas para financiar un mismo techo com-
petencial.

Es de esperar, tal como se ha mencionado, que la aplicacién del altimo
Acuerdo de Financiacién Autonémica suponga la introduccion, a través de
una cierta capacidad normativa de las Comunidades Auténomas en rela-
cién a los tributos cedidos y la cesién del 30% del IRPF, de una mejora en
cuanto a los principios de autonomia financiera y corresponsabilidad fiscal.
Sin embargo, el cumplimiento de estos principios hace mas urgente el de-
sarrollo de los mecanismos de nivelacién de los recursos entre las distintas
Comunidades Auténomas. Por ello es necesario fijar, de modo explicito, un
criterio de equidad (igualdad de capacidad de gasto por habitante o por
usuario) para asegurar a todas las Comunidades Auténomas una igual po-
sicién de partida para el ejercicic de su autonomia.

Los problemas que surgieron en torno al funcionamiento del prin-
cipal instrumento disefiado para el reequilibrio territorial, el Fondo de
Compensacién Interterritorial (FCI) hasta 1990, dieron lugar a una confu-
sién de objetivos (el de solidaridad y el de suficiencia) que ha pervertido su
propia filosofia y el espiritu de lo contenido en el texto constitucional y en
la LOFCA. La politica de reequilibrio territorial debe ser, por definicién,
competencia del Gobierno Central (o, en su caso, de una Administracién
supranacional como pueda ser la europea) y no de las Comunidades Aut6-
nomas; por tanto, deberia quedar al margen de la financiacién autonémi-
ca, aunque puedan existir puntos de contacto.

La descoordinacién entre las politicas de endeudamiento y déficit de las
Comunidades Auténomas y del Estado ha tenido consecuencias negativas
para el cumplimiento de los criterios de convergencia recogidos en el Tra-

3 Zubiri, 1. y Vallejo, M., Un andlisis metodolégico y empirico del sistema de cupo, Funda-
cién BBV, Bilbao, 1995. :
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tado de Maastricht. Esta situacién se ha intentado paliar a través de la ela-
boracién de los llamados Escenarios de Consolidacién y Endeudamiento,
que han sido incumplidos reiteradamente por algunas Comunidades Auté-
nomas

Para lograr que la Hacienda Central fuera menos tuteladora de la acti-
vidad de las Comunidades Auténomas serfa necesario disponer de meca-
nismos de coordinacién mas eficaces entre ambas Administraciones, que
permitieran no sélo una coordinacién de los aspectos ligados al endeuda-
miento sino también de los vinculados a la politica presupuestaria, a la po-
litica de inversiones v, en definitiva, a todos aquellos aspectos que afectan
a la actividad de las dos Administraciones, tanto por el lado de los ingresos
como por el lado de los gastos. Para ello seria oportuno reforzar, por una
parte, las funciones, los medios y la capacidad de decisién del Consejo de
Politica Fiscal y Financiera y, por otra, emprender una reforma del Sena-
do que permitiera su conversién en una verdadera Camara de representa-
cién territorial. Esto facilitaria la coordinacién no sélo entre el Gobierno
Central y los Autonémicos, sino también entre estos dltimos, igualmente
muy necesaria. Y todo ello sin olvidar que un reforzamiento de la autono-
mia financiera de las Comunidades Auténomas debe llevar aparejados cier-
tos cambios en el funcionamiento y composicién de la Agencia Tributaria
del Estado que faciliten la participacién de los Gobiernos Autonémicos en
la toma de decisiones que afecten al disefio y gestién de aquellos tributos
que puedan constituir una parte importante de sus recursos.

No estamos, en definitiva, en un final de etapa en materia de financia-
cién autonémica. El tema va a ocuparnos aun durante largo tiempo. Un
tiempo en el que las restricciones presupuestarias del sector publico en ge-
neral van a dejarse sentir. Un tiempo en el que la polémica sobre redistri-
bucién, compensacién o solidaridad va a venir acompanada de una nece-
saria mayor transparencia y mayores posibilidades de diferenciacién entre
Autonomias en relacién a su capacidad de recaudacién y gasto.




II. RED DE LOS FENOMENOS

1. La Hacienda Autonémica: aspectos generales

1.1 Caracteristicas bdsicas del proceso de descentralizacion

A partir de la Constitucién de 1978, con el reconocimiento del derecho a
la autonomia de las nacionalidades y regiones, se abre en Espaifia un impor-
tante proceso de descentralizacién del sector publico. Este proceso ha con-
ducido, de forma muy rapida e intensa, a una reduccién sin precedentes del
peso del Gobierno Central en el conjunto de las Administraciones Publicas
del pafs. En poco mas de 15 afios, la Administracién Central ha visto redu-
cida su participacién en el conjunto del sector piblico en méas de 20 puntos.
Ademss, este proceso se ha dado casi exclusivamente en una tnica direccion:
del Gobierno Central hacia los Gobiernos Autonémicos, puesto que la parti-
cipacién en el gasto publico de los Gobiernos Locales es muy parecida a la
que tenfan a principios de los afios ochenta, tal como muestra la tabla 1.

De este modo, el nivel intermedio de gobierno, formado por las Comu-
nidades Auténomas, ha pasado a tener en muy pocos afios una importan-
cia cuantitativa similar a la de los niveles intermedios de gobierno de al-
gunos paises que pueden ser utilizados como referencia. La primera parte
de la tabla 2 permite observar, por ejemplo, que el peso del nivel interme-
dio de gobierno en paises como Alemania ~los linder— era del 21% en 1991,
igual al de las Comunidades Auténomas en Espafa. Sin embargo, es atn
inferior al que existe en paises como Australia, Canada y Suiza.

Las Comunidades Auténomas se pueden clasificar, en cuanto a compe-
tencias de gasto, en dos grandes grupos:

— aquellas Comunidades Auténomas de nivel competencial elevado,
que han asumido tanto las competencias comunes como las de educacién
y sanidad; este grupo esta integrado por el Pais Vasco, Navarra, Andalucia,
Canarias, Catalufia, Galicia y la Comunidad Valenciana,;

— las 10 Comunidades Auténomas restantes.

Segun los acuerdos politicos vigentes, las perspectivas futuras apuntan
hacia una equiparacién de los techos competenciales, mediante la asuncién
por parte de las 10 Comunidades Auténomas del articulo 143 de las com-
petencias de educacién, en una primera etapa, v de sanidad, posterior-
mente. Asi pues, las diferencias que existen en materia de competencias de
gasto pueden considerarse de caracter temporal, dado que se prevé un ho-
rizonte (la presente legislatura) en el que todas las Comunidades Auténo-
mas accederan al maximo nivel competencial.
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Tabla 1 —~ Participaciéon de los distintos niveles de gobierno en el gasio publico total en Espaiia. En por-

centaje sobre los gastos totales. 1981-1994

Gobierno Central (1) (2)

Comunidades Auténomas (2)

Entes Locales (2)

1981 (3) 88,3 1,5 10,2
1982 (3) 84,9 3,8 11,3
1983 (3) 83,7 5,6 10,7
1984 78,1 11,56 10,4
1985 76,6 12,6 10,8
1986 75,2 13,6 11,2
1987 73,7 14,8 11,5
1988 69,7 17,8 12,5
1989 68,5 18,5 13,0
1990 67,5 19,2 13,3
1991 66,6 20,4 13,0
1992 65,8 21,2 13,0
1993 66,7 21,0 12,3
1994 67,3 21,2 11,5

(1} Incluye pensiones de la Seguridad Social y clases pasivas. (2) No incluye el gasto por variacién de pasivos
financieros. (3) Gasto publico total sin consolidar. EI porcentaje correspondiente al resto de afios esta calcula-
do sobre el gasto publico total consolidado. Por tanto, los porcentajes correspondientes al periodo 1981-1983
no son exactamente comparables con los del periodo 1984-1994. Sin embargo, si ofrecen una idea de la evo-
lucién de la importancia de los distintos niveles gubernamentales.

Fuente: Elaboracion ERA a partir de Castells, A., Hacienda Autonémica. Una perspectiva de federalismo fiscal,
Ariel, Barcelona, 1988; y de Ministerio de Economia y Hacienda, La descentralizacion del gasto publico en Es-

pafia, 1984-1994, 1994.

Tabla 2 - Gastos e ingresos consolidados por niveles de gobierno. En porcentaje sobre el total (1)

Gastos Ingresos

Paises Nivel Nivel Nivel Nivet Nivel Nivel

central  intermedio local central  intermedio local
Alemania (1991) 62 21 17 66 21 13
Australia (1991) 52 41 7 71 23 6
Austria (1991) 69 14 17 73 10 17
Canada (1989) 42 40 18 49 41 10
Suiza (1984) 48 28 24 53 25 22
Estados Unidos (1990) 58 19 23 58 25 17
Media de paises federales (2) 55 27 18 62 24 14
Francia (1991) 81 - 19 87 - 13
italia (1989) 73 - 27 93 - 7
Reino Unido (1990) 71 - 29 89 - i
Suecia (1991) 60 - 40 68 - 32
Media de paises unitarios (2) 67 - 33 83 - 17
Espafia (1991) 67 20 13 85 7 8

Notas: (1) No se incluyen ingresos financieros. (2) Media no ponderada.

Fuente: Elaboracién ERA a partir de Castells, A., Bosch, N. y Espasa, M., La financiacién local en Espafa: pro-
blemdtica y lineas de reforma, Federaciéon Espafiola de Municipios y Provincias y CEP, 1993.
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La situacién es claramente distinta y mucho més compleja si se com-
paran las diferentes Comunidades Auténomas en materia de financiacién.
Mas adelante describiremos esta situacién, pero antes nos interesa desta-
car algunos aspectos.

Tal como se ha indicado, se ha producido un importante proceso de
descentralizacién del gasto publico en Espaiia; sin embargo, este pro-
ceso no ha ido acompafiado de una paralela descentralizacién de figuras
tributarias que permitiera una verdadera descentralizacién del poder poli-
tico. Es decir, se ha producido una descentralizacién de la gestién presu-
puestaria que no ha ido acompafada de una descentralizacién de la capa-
cidad de decisién politica que autorizara a las Comunidades Auténomas a
decidir realmente sobre las politicas a aplicar, la estructura del gasto y el
volumen y composicién de sus ingresos.

Esta situacién se explica por dos razones: en primer lugar, por el hecho
de que la Constitucién reserva numerosas facultades legislativas y admi-
nistrativas al Gobierno Central, entre ellas la potestad tributaria; y en se-
gundo lugar, por la forma en que se ha disefiado el sistema de financiacion
de las Comunidades Auténomas. Este sistema estd basado fundamental-
mente en subvenciones, lo que limita notablemente la autonomia por el
lado de los ingresos. Mas adelante analizaremos con més detalle este pun-
to; no obstante, la segunda parte de la tabla 2 nos permite verificar esta fal-
ta de descentralizacién de figuras tributarias en la comparacién con otros
paises: con una participacién en el gasto publico igual a la de los ldnder ale-
manes, las Comunidades Auténomas espafiolas tienen una participacién
tres veces inferior en los ingresos.

La inexistencia de la citada descentralizacién de figuras tributarias no
ha afectado de la misma forma a todas las Comunidades Auténomas.
Se han reconocido dos sistemas de financiacién significativamente distin-
tos: el de las Comunidades forales (Pais Vasco y Navarra) y el de las
Comunidades Auténomas de régimen comun (las 15 restantes), desarrolla-
do por la Ley Organica de Financiacién de las Comunidades Auténomas
(LOFCA) del afio 1980. La diferencia esencial entre un sistema y otro resi-
de en que las Comunidades Auténomas forales gozan, en virtud de las com-
petencias impositivas que les otorga el Concierto/Convenio Econémico, de
una autonomia fiscal mas amplia que la de las Comunidades Auténomas de
régimen comun®*. Ademas, en la financiacién de las Comunidades forales la

4 Fl sistema foral se basa en un pacto, que recibe nombres distintos en cada Comunidad
Auténoma: Concierto Econémico en el Pafs Vasco y Convenio Econémico en Navarra. Por este
pacto las respectivas Haciendas Forales asumen los principales impuestos del sistema fiscal,
con cargo a los cuales no sélo financian las competencias que han asumido, sino que dispo-
nen también de un margen de recursos financieros para transferir a la Hacienda Central una
cantidad —el Cupo- en concepto de pago por los servicios de titularidad estatal prestados en
el ambito de la respectiva Hacienda Foral.
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Cuadro 1 — Clasificacién de las Comunidades Auténomas segun las caracteristicas de su sistema de fi-
nanciacion y segun su nivel competencial

Tipo de sistema ) Caracterls_tlcas _de! . Com’umdad Competencias
sistema de financiacion Auténoma de gasto
Concierto + Cupo + Relaciones Pais Vasco
internas de la Hacienda vasca als
FORAL
AMPLIAS
Convenio + Aportacion Navarra
Comunes
+
Andalucia Educacion
Sistema LOFCA + Financiacion Catalufia +
especifica de la Sanidad Galicia Sanidad
C. Valenciana
Sistema LOFCA + Imposicién
indirecta propia + Financiacién Canarias
especifica de la Sanidad
. Aragén
COMUN Baleares
Sistema LOFCA Castilla-La Mancha
Castilla y Ledn
Extremadura REDUCIDAS
Asturias Comunes
Sistema LOFCA + E:'gia;;a
Hacienda Provingcial Madrid
Murcia

Fuente: Monasterio, C. y Sudrez Pandiello, J., Manual de Hacienda Autonémica y Local, Ariel, Barcelona, 1996.

sanidad estd integrada en el esquema general de financiacién, a diferencia
de lo que sucede en las Comunidades Auténomas de régimen comun que
tienen asumida dicha competencia.

Asimismo, dentro del grupo de Comunidades Auténomas de régimen
comun cabe destacar, en relacién a su sistema de financiacién, algunas di-
ferencias relevantes. En primer lugar, el singular caso de Canarias, que
posee un régimen econdémico y fiscal peculiar en razén de las especiales ca-
racteristicas insulares de su economia y debido a la no aplicacién en su te-
rritorio de la imposicién indirecta armonizada a nivel de la Unién Europea
(IVA e impuestos especiales)®. En segundo lugar, y como es 16gico, la fi-
nanciacién especifica de la sanidad sélo la perciben aquellas Comunidades
Auténomas que han recibido el traspaso de la gestién sanitaria. Por ultimo,

5 Las peculiaridades de la imposicién indirecta propia de Canarias se manifiestan en la
existencia de dos tributos diferenciales: el Impuesto General Indirecto Canario (IGIC), que
sustituye al IVA, y el Impuesto Especial de la Comunidad Auténoma de Canarias sobre Com-
bustibles Derivados del Petréleo.
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es necesario destacar las diferencias en materia de financiacién entre las
Comunidades Auténomas uniprovinciales y las pluriprovinciales, puesto
que las primeras, al haber absorbido la extinta Diputacién Provincial, han
asumido los recursos de la Hacienda Provincial.

Todas estas particularidades explican la notable complejidad del siste-
ma de financiacién autonémica espafiol. Teniendo en cuenta el estado ac-
tual de las cosas, s6lo se puede prever la superacién de uno de los factores

“que la originan. Se trata del aspecto ligado a la financiacién especifica de
la sanidad, porque en el momento en que se generalice el traspaso del In-
salud a todas las Comunidades Auténomas desaparecera esta fuente de di-
ferencias vy la financiacién sanitaria tendra que integrarse en el modelo ge-
neral aplicable (comun o foral). Los otros tres factores de diferenciacién
subsistiran. El cuadro 1 permite disponer de una clasificacién de las Co-
munidades Auténomas tanto en relacion a su sistema de financiacién como
a su nivel de competencias de gasto.

1.2 Principios constitucionales en materia de Hacienda Autonémica

Los articulos de la Constitucién que se ocupan de la organizacién de la
Hacienda Autonémica son el 156 y el 158. Sin embargo, hay que sefialar
que las indicaciones que dichos articulos proporcionan sobre la organiza-
cién financiera del nuevo nivel territorial de gobierno son mas bien im-
precisas. A partir del texto constitucional, se hubiera podido desarrollar un
sistema de financiacién claramente distinto del que se ha ido disefiando
hasta nuestros dias si las interpretaciones de dichos articulos hubieran
sido distintas. Se trata, pues, de un modelo abierto que admite diversas
configuraciones. Como afirma A. Castells, «dentro del marco constitucio-
nal es factible un proyecto claramente federalizante en sus contenidos,
pero tzgrnbién lo es un modelo marcadamente unitario —e incluso centra-
lista—»°.

El articulo 156 de la Constitucién se refiere a los principios de autono-
mia financiera, coordinacion y solidaridad’. Y en virtud de lo establecido en
el articulo 157, los recursos a disposicién de las Comunidades Auténomas
son:

6 Castells, A., Hacienda Autondmica. Una perspectiva de federalismo fiscal, Ariel, Barcelo-
na, 1988, p. 160.

7 Articulo 156: «Las comunidades auténomas gozardn de autonomia financiera para el de-
sarrollo y ejecucién de sus competencias, con arreglo a los principios de coordinacién con la
Hacienda estatal y de solidaridad entre todos los espafioles». El principio de suficiencia no
queda, pues, recogido en el texto constitucional; aparece posteriormente mencionado como
principio general en la LOFCA.
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— los impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos
sobre impuestos estatales y otras participaciones en los ingresos del Es-
tado;

— sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales;

— las transferencias de un Fondo de Compensacién Interterritorial y
otras asignaciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado;

— los rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de dere-
cho privado;

— el producto de las operaciones de crédito.

Es este mismo articulo el que prohibe a las Comunidades Auténomas
adoptar medidas tributarias sobre bienes situados fuera de su territorio o
gue supongan un obsticulo para la libre circulacién de mercancias o ser-
vicios (157.2) y el que se refiere a la regulacién, mediante ley orgéanica, de
las competencias financieras de las Comunidades Auténomas (157.3). Esta
Ley, la LOFCA, es la que se promulgd, tal como se ha indicado anterior-
mente, en 1980 y la que acaba concretando los recursos de la Hacienda Au-
tonémica.

El articulo 158 obliga a que entre los instrumentos de financiacién fi-
gure necesariamente un Fondo de Compensacién Interterritorial (FCI) con
la finalidad de disminuir los desequilibrios econémicos entre las Comuni-
dades Auténomas y hacer efectivo el principio de solidaridad. Al mismo
tiempo, prevé la posible existencia de un tipo concreto de transferencias
destinadas a la nivelacién de los servicios pablicos fundamentales transfe-
ridos.

Ademas de estos aspectos generales en materia de Hacienda Autonémi-
ca, la Constitucién reconoce la existencia de regimenes fiscales territoria-
les especificos: el que ampara y respeta los derechos histéricos de los te-
rritorios forales y el que atiende a las particulares circunstancias del hecho
insular.

1.3 Aspectos temporales de la configuracion del sistema
de financiacién autonémica

A partir de los citados articulos de la Constitucién se va configurando y
concretando a lo largo del tiempo el actual sistema de financiacién de las
Comunidades Auténomas de régimen comun. En este subapartado preten-
demos enumerar las distintas fases temporales por las que dicho sistema
de financiacién ha ido transcurriendo. En nuestro primer Informe, Esparia
19938, ya fueron analizadas con mayor detalle.

8 Fundacién Encuentro. CECS, Espafia 1993, Fundacién Encuentro, Madrid, 1994, p. 444
y ss.
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La primera de las fases, que va desde la aprobacién de la Constitucion
al primer acuerdo quinquenal sobre el sistema de financiacién alcanzado
por el Consejo de Politica Fiscal y Financiera’, es la que se conoce como
«periodo transitorio». En ella se producen la mayoria de los traspasos y se
ponen en marcha algunos de los instrumentos de financiacién previstos en
la LOFCA, como el FCI y la gestién de los tributos cedidos. El rasgo fun-
damental de este periodo fue la subordinacién de la financiacién al coste
efectivo de los servicios transferidos'®.

Finalizado el «periodo transitorio», y después de un largo y dificil pe-
riodo de negociaciones, en noviembre de 1986 se aprobé la reforma del sis-
tema de financiacién autonémica que permitié dar paso al modelo de fi-
nanciacién vigente durante el quinquenio 1987-1991. Esta segunda fase,
como se vera mas adelante, supuso la consolidacién y estabilidad del sis-
tema de subvenciones tanto corrientes (basicamente a través del Porcenta-
je de Participacién en los Ingresos Tributarios del Estado) como de capital
(fundamentalmente a través del FCI).

La tercera fase se inicia con el Acuerdo del Consejo de Politica Fiscal y
Financiera de enero de 1992, donde se establecia el modelo de financiacién
autonémica para el quinquenio 1992-1996. Esencialmente, este Acuerdo
supuso la prérroga del anterior, ya que mantuvo en la practica el funcio-
namiento del Porcentaje de Participacién en los Ingresos Tributarios del
Estado (PPI), confirmandolo como el principal instrumento de financia-
cién. Ademas, se reconocieron una serie de aspectos pendientes, para cuyo
estudio y propuesta de soluciones se crearon varios grupos de trabajo: so-
bre la corresponsabilidad fiscal, sobre los servicios minimos esenciales y
sobre la financiacién de la sanidad autonémica. Los informes elaborados
por dichos grupos de trabajo permitieron que durante esta tercera fase:

9 El Consejo de Politica Fiscal y Financiera, creado por la LOFCA, es un érgano general
de relacién encargado de las tareas de coordinacién entre la actividad financiera de las Co-
munidades Auténomas y de la Hacienda del Estado. Esta constituido por el Ministro de Ha-
cienda, el de Economia, el de Administracién Territorial y el Consejero de Hacienda de cada
Comunidad Auténoma. Se trata de un érgano consultivo y de deliberacién.

10 A medida que se iban produciendo los traspasos de competencias era necesario valo-
rar el coste de cada una de ellas y entregar a la respectiva Comunidad Auténoma financiacién
por un importe equivalente, de modo que ésta pudiera asumir la prestacién de los servicios
contando con recursos suficientes para su ejercicio. La cuantificacién del volumen de gasto
asociado al ejercicio de las competencias transferidas se hizo en comisiones de negociacién
que no dispusieron de una metodologfa general hasta la promulgacién del Acuerdo 1/1982 de
18 de febrero del Consejo de Politica Fiscal y Financiera, por el que se regul6 el método para
el calculo del coste efectivo de los servicios transferidos a las Comunidades Auténomas. Esen-
cialmente se trataba de computar el valor monetario de cada transferencia identificando to-
dos los elementos de coste para la Comunidad Auténoma que iba a recibir el servicio. En mar-
zo de 1995 se acords una modificacién de dicho método de calculo que supuso afiadir como
nuevo concepto de coste la inversién nueva.
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— se acordara, en 1993, la participacién del 15% de las Comunidades
Auténomas en la cuota liquida del IRPF;

— se procediera, en 1994, a la reforma. de la financiacién de la sanidad
autonémica;

— se establecieran mecanismos de coordinacién del endeudamiento (a
través de los Escenarios de Consolidacién Presupuestaria acordados con
las distintas Comunidades Auténomas) para reducir los niveles de déficit,
con el propésito de permitir al sector ptblico espafiol cumplir con los li-
mites fijados en Maastricht.

En estos momentos estariamos, tras el Acuerdo alcanzado a finales de
1996 para el quinquenio 1997-2001, en una cuarta fase. La principal ca-
racteristica de este nuevo modelo es el aumento de la autonomia financie-
ra de las Comunidades Auténomas propiciado por la cesién de cierta ca-
pacidad normativa sobre los tributos cedidos y por la cesién del 30% del
IRPF.

A continuacién, una vez descritos los rasgos generales que han caracte-
rizado y caracterizan a la Hacienda Autonémica, vamos a analizar el com-
portamiento y el funcionamiento, a lo largo del tiempo, de las citadas fuen-
tes de recursos previstas para las Comunidades Auténomas.

2. Las principales fuentes de recursos de las Comunidades
Auténomas de régimen comuin

2.1 Los tributos

Los ingresos de tipo tributario de que disponen las Comunidades Auté-
nomas proceden de:

a) Los tributos cedidos. Se trata de un conjunto de impuestos y tasas
de titularidad estatal cuya administracién, gestién (por delegacién del Go-
bierno Central) y recaudacién est4 en manos de las Comunidades Auténo-
mas. Por tanto, la capacidad normativa sobre dichos tributos esta en manos
del Gobierno Central. En la LOFCA!! se enumeran los tributos susceptibles
de cesién a las Comunidades Auténomas. Son los siguientes:

— Impuesto sobre el Patrimonio Neto.

— Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales.

— Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

— Impuesto general sobre las ventas en su fase minorista.
— Impuestos sobre consumos especificos en fase minorista.
— Tasas y exacciones sobre el juego.

1 Articulos 10 y 11 y disposicién transitoria tercera.
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Dicha Ley menciona de forma expresa que no podran ser objeto de ce-
si6n los impuestos sobre la renta personal o el beneficio de las sociedades,
los impuestos sobre la produccién o las ventas (con la excepcién de los que
recaigan en la fase minorista), los impuestos sobre el trafico exterior o los
recaudados mediante monopolios fiscales!?.

El proceso de cesién de tributos se inicié en 1982, con la cesién de tri-
butos a Catalufia, y se completé practicamente en 1986, con la tinica ex-
cepcién de la Comunidad de Madrid, donde la cesién parcial de tributos,
y en condiciones especiales, se produjo en 1990.

Hasta el afio 1986 los tributos que se cedieron fueron: el Impuesto so-
bre el Patrimonio Neto, el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, el de
Transmisiones Patrimoniales, las tasas sobre el juego y el Impuesto de
Lujo recaudado en destino, que se cedi6 a las Comunidades Auténomas
hasta que no entrara en vigor el IVA. Sin embargo, una vez puesto en mar-
cha el IVA, la cesién de la fase minorista de este impuesto a las Comuni-
dades Auténomas de régimen comun —que si se concerté con las Hacien-
das Forales— se fue posponiendo y nunca ha llegado a ser una realidad!3.,

En el Acuerdo sobre Financiacién Autonémica para el quinquenio 1987-
1991 se pact6 la cesién del Impuesto sobre Actos Juridicos Documentados
a partir del afio 1988. No obstante, la menor capacidad recaudatoria de di-
cho impuesto no permitié compensar la pérdida de recursos que supuso la
extincién del anterior Impuesto de Lujo.

FEl grafico 1 muestra que el tributo cedido que goza actualmente de una
mayor capacidad recaudatoria es el Impuesto sobre Transmisiones Patri-
moniales: en 1993 representé el 32,9% del total de recursos obtenidos por
las Comunidades Auténomas a través del conjunto de tributos cedidos; le
siguen las tasas y exacciones sobre el juego (22,9%)'4.

12 E] contenido de la LOFCA fue desarrollado por una ley-marco del afio 1983 reguladora
de la Cesion de Tributos del Estado a las Comunidades Auténomas, a la cual se remiten una
serie de leyes posteriores para cada una de las Comunidades Auténomas que reciben la cesién.

13 Hay que sefialar que el Impuesto de Lujo en destino que queda suprimido con la en-
trada en vigor del IVA era precisamente el de mayor capacidad recaudatoria. Suponia mas de
un 30% del total de ingresos que las Comunidades Auténomas obtenian a través del conjun-
to de tributos cedidos.

14 F1 27% de la recaudacién obtenida mediante el Impuesto sobre Transmisiones Patri-
moniales corresponde a la Comunidad Auténoma de Madrid y el 20% a la de Catalufia; a con-
tinuacién se encuentra Andalucia, con un 15%. Respecto a las tasas y exacciones sobre el jue-
g0, el 22% de la recaudacién total obtenida corresponde a Andalucia, el 21% a Catalufia y el
15% a la Comunidad Valenciana.

En cuanto al resto de tributos cedidos, el porcentaje mas elevado de recaudacién se ob-
tiene en Catalufia, ya que el 29% de la recaudacién en concepto del Impuesto sobre Sucesio-
nes corresponde a dicha Comunidad Auténoma (seguida de Madrid con un 21%), asi como el
449 de la recaudacién obtenida a través del Impuesto sobre el Patrimonio (seguida de la Co-
munidad Valenciana con un 13%) y el 31% de la recaudacién por Actos Juridicos Documen-
tados (seguida de Andalucia con un 15%).
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Gréfico 1 — Recaudacion real de tributos cedidos por los principales conceptos tributarios. En millones
de pesetas. 1993

Patrimonio
Transmisiones Patrimoniales 61 -3021
215.562 9,4%

32,9% Sucesiones

87.840
13,4%
\ > Tasas sobre el juego
Actos Juridicos Documentados 149.799
140.160 22,9%

21,4%

Fuente: Eiaboracion ERA a partir de datos del Ministerio de Economia y Hacienda.

Para percibir la importancia cuantitativa que supone la recaudacién de
dichos tributos para las distintas Haciendas Autonémicas, podemos obser-
var los indicadores A.1.3.1, A.1.3.2 y A.1.3.3 en el Anexo Estadistico, donde
se recoge el porcentaje que representa cada una de las distintas partidas de
ingresos sobre el total de recursos de los que disponen las Comunidades
Auténomas. Los tributos cedidos tienen una importancia relativamente
poco destacable para la mayoria de las Haciendas Autonémicas, a excep-
cién de Baleares, donde la recaudacién por tributos cedidos supone un
41,6%, y Aragén, Madrid, La Rioja y Murcia, donde dicho porcentaje exce-
de el 30%; para el resto de las Comunidades Auténomas oscila entre el 7%
y el 25%. Por grupos de Comunidades Auténomas, se constata que en las
del articulo 151 los tributos cedidos representan un 11,9% del total de in-
gresos presupuestados, frente al 19,7% y al 31,2%, respectivamente, de las
pluriprovinciales y uniprovinciales del articulo 143.

El dltimo Acuerdo alcanzado por el Consejo de Politica Fiscal y Finan-
ciera sobre el modelo de financiacién autonémica para el quinquenio 1997-
2001 supone un cambio importante en relacién a los tributos cedidos, que
exige incluso la elaboracién de una nueva ley de cesién de tributos a las Co-
munidades Auténomas y la aprobacién de una ley organica de modifica-
cién de la LOFCA. Dicho cambio se basa fundamentalmente en el recono-
cimiento de cierta capacidad normativa sobre dichos tributos a las
Comunidades Auténomas. Se prevé, por ejemplo, que las Comunidades Au-
ténomas puedan regular, dentro de unos limites'>, los siguientes aspectos:

— la tarifa y el minimo exento del Impuesto sobre el Patrimonio Neto;

15 Qe pretende asegurar un grado de progresividad similar al del Estado.
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- la tarifa del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, asi como las
reducciones de la base imponible de dicho impuesto en el caso de adquisi-
clones mortis causa;

— el tipo de gravamen del Impuesto sobre Transmisiones Patrimonia-
les v la del Impuesto sobre Actos Juridicos Documentados en el caso de los
documentos notariales;

— las exenciones, la base imponible, las cuotas fijas y las bonificaciones
de las tasas sobre el juego.

Sin embargo, el cambio mas significativo es el que hace referencia al
IRPF. En el Proyecto de Ley de Cesién de Tributos a las Comunidades Au-
ténomas del pasado mes de octubre de 1996 se reconoce la cesién parcial
de dicho impuesto, cesién que dota de cierta capacidad normativa a las Co-
munidades Auténomas. En concreto, se prevé que, una vez calculada la
base imponible del impuesto, el contribuyente debera aplicar dos tarifas:
una estatal y otra autonémica. Las Comunidades Auténomas podrén regu-
lar la tarifa autonémica aplicable a la base liquidable regular del impues-
to, aunque con ciertos limites: su estructura debera ser progresiva, sélo
podré establecerse una individual y otra conjunta y el resultado de la apli-
cacién de la tarifa autonémica aprobada por la Comunidad Auténoma no
podra ser superior ni inferior en un 20% a la cuota que resultaria de apli-
car la tarifa disefiada como base por el Estado.

También podran regular las deducciones por circunstancias personales
y familiares, por inversiones no empresariales y por aplicacién de renta. En
el Acuerdo se dice explicitamente que las deducciones empresariales seran
las establecidas en la normativa del Impuesto sobre Sociedades. Con esta
precisién y la regulacién exhaustiva del concepto de residencia habitual
—punto de conexién en la mayor parte de los tributos—, que se complemen-
ta con el establecimiento de clausulas antielusivas y la creacién de una Jun-
ta Arbitral para solucionar los conflictos que surjan en este punto, se in-
tenta evitar que se produzcan cambios ficticios de residencia que den lugar
a una competencia fiscal desleal entre Comunidades Auténomas.

b) Los tributos propios. Las Comunidades Auténomas pueden crear
sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales, teniendo en cuen-
ta las siguientes condiciones tipificadas en la LOFCA:

— no caer en la doble imposicién, es decir, los tributos que establezcan
las Comunidades Auténomas no podran afectar a hechos imponibles gra-
vados por el Estado;

— evitar la exportacién fiscal, de modo que no puedan crearse impues-
tos que graven rendimientos ni bienes situados fuera del territorio de la Co-
munidad Auténoma;

— preservar la unidad del mercado interior, para lo cual quedan prohi-
bidos los tributos que supongan un obsticulo efectivo a la libre circulacién
de mercancias o factores productivos.
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Asimismo, se reconoce la posibilidad de establecer tributos propios so-
bre materias imponibles reservadas a las Haciendas Locales. En este caso,
éstas deberan ser compensadas por la pérdida de ingresos sufrida.

También forman parte de los tributos propios de las Comunidades
Auténomas las tasas vinculadas a los servicios transferidos. Es decir, la
LOFCA dispone que el traspaso de servicios que conlleven el cobro de una
tasa implica que dicha tasa pasa a ser considerada un tributo propio de la
Comunidad Auténoma, con lo cual ésta adquiere no s6lo el derecho a la re-
caudacién, sino también la competencia normativa sobre dicha tasa.

Cataluifia fue la primera Comunidad Auténoma que creé dos tributos
propios: en 1981 introdujo el canon de saneamiento de aguas y el impues-
to sobre el juego del bingo. Posteriormente han ido surgiendo otros im-
puestos propios en otras Comunidades Auténomas. Recaen basicamente en
tres tipos de materias:

— El juego del bingo. El impuesto sobre este juego ha sido implantado
en-Asturias, Catalufia, Murcia, Comunidad Valenciana, Galicia, Castilla-La
Mancha, Cantabria y Baleares.

— Explotaciones agrarias deficientemente aprovechadas. Se trata de un
impuesto que pretende gravar la diferencia entre el rendimiento medio po-
tencial y el obtenido realmente. Figuras de este tipo han sido creadas en
Andalucia (Impuesto sobre tierras infrautilizadas), Extremadura (Impues-
to sobre dehesas en deficiente aprovechamiento e Impuesto sobre regadios
infrautilizados) y Asturias (Impuesto sobre fincas infrautilizadas). Sin em-
bargo, se trata de impuestos que no han llegado a ser aplicados.

— Impuestos sobre recursos hidrdulicos y con fines medioambientales.
Son, por ejemplo, los establecidos por Catalufia en forma de canon de in-
fraestructura hidraulica y de saneamiento de aguas (este ultimo implanta-
do también en Madrid, Navarra, Baleares, Comunidad Valenciana, Galicia,
Asturias y La Rioja) y el impuesto balear sobre instalaciones que inciden

en el medio ambiente.

Cabe destacar, asimismo, la existencia en Canarias (fruto de su peculiar
régimen fiscal) de un impuesto propio sobre combustibles derivados del pe-
tréleo, de una alta capacidad recaudatoria en comparacién con la del res-
to de tributos creados por las otras Comunidades Auténomas, y un im-
puesto sobre cotos de caza en Extremadura.

La obtencién de recursos a través de tributos propios se ha centrado
basicamente en el gravamen sobre el juego y, mas recientemente, en la im-
posicién medioambiental, con la excepcién del impuesto canario sobre
combustibles. En los indicadores A.1.3.1, A.1.3.2 y A.1.3.3 en el Anexo Es-
tadistico se observa cual ha sido la recaudacién correspondiente al afio
1993 de los tributos propios creados por las distintas Comunidades Auté-
nomas. A partir de los datos de dichas tablas podemos afirmar que se tra-
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ta de una fuente de recursos de gran importancia a nivel cualitativo, ya
que permite a las Comunidades Auténomas ejercer su autonomia finan-
ciera, pero practicamente insignificante desde un punto de vista cuantita-
tivo.

¢) Los recargos. La LOFCA reconoce a las Comunidades Auténomas
la posibilidad de establecer recargos sobre los tributos cedidos o sobre el
IRPF siempre que se cumplan dos condiciones:

— que la implantacién del recargo no suponga una reduccién de los in-
gresos del Estado;

— que no se desvirttie la naturaleza del impuesto sobre el cual se esta-
blece el recargo.

Ademas, a las Comunidades Auténomas uniprovinciales se les concede
la posibilidad de fijar un recargo sobre el Impuesto Municipal sobre Acti-
vidades Econémicas (IAE).

En la practica, la mayoria de las Comunidades Auténomas de régimen
comun (Asturias, Baleares, Cantabria, Castilla-La Mancha, Catalufia, Co-
munidad Valenciana, Galicia y Murcia) han establecido recargos sobre las
tasas del juego. Las Comunidades Auténomas uniprovinciales, por su par-
te, han aplicado recargos sobre el IAE, en porcentajes que van desde el 25%
en La Rioja hasta el 40% en Asturias, Cantabria y Madrid.

Respecto a los recargos sobre el IRPF, en 1987 la Comunidad Auténo-
ma de Madrid intent6 hacer uso de dicha posibilidad, hecho que gener6 un
recurso de inconstitucionalidad. Una vez confirmada su constitucionalidad
por parte del Tribunal Constitucional, el recargo fue anulado por la propia
Asamblea de dicha Comunidad Auténoma.

El conjunto de los ingresos propios (tributos cedidos, tributos propios y
recargos) aporta a las Haciendas Auton6micas el 20% del total de ingresos
presupuestado por las Comunidades Auténomas. Buena parte de ese por-
centaje corresponde a los tributos cedidos, lo que es especialmente signifi-
cativo si se tiene en cuenta que dichos tributos son el instrumento mas li-
mitado, al carecer de capacidad normativa.

2.2 Las subvenciones

Las Comunidades Auténomas han recibido varios tipos de subvenciones
que pueden ser agrupadas en: subvenciones para financiar los servicios pu-
blicos transferidos y las destinadas a reducir las diferencias en los niveles
de renta y riqueza. En este subapartado pretendemos describir y analizar
el funcionamiento de estos tipos de subvenciones durante las distintas fa-
ses del sistema de financiacién autonémica.
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Las subvenciones para financiar los servicios piiblicos transferidos

Las Comunidades Auténomas han recibido distintos tipos de subven-
ciones que pueden ser clasificadas dentro de esta tipologia:

— la subvencién incondicionada que reciben a través de un porcentaje
de participacion en los ingresos tributarios del Estado;

— la subvencién que obtienen desde el afio 1993 en forma de partici-
pacién en la cuota liquida del IRPF recaudada en su territorio;

— las asignaciones presupuestarias para garantizar un nivel minimo de
servicios publicos fundamentales, que, aunque previstas en los textos lega-
les, nunca se han puesto en practica;

— una serie de subvenciones especificas o condicionadas.

A continuacién se analizan los rasgos mas significativos de cada una de
ellas.

a) El Porcentaje de Participacion en los Ingresos Tributarios del Es-
tado (PPI). La LOFCA establece que la financiacion bdsica de las Comuni-
dades Auténomas de régimen comin estd constituida por los tributos ce-
didos, las tasas afectas a los servicios transferidos y la participacién en los
ingresos del Estado. En realidad, la subvencién incondicionada que las
Comunidades Auténomas han recibido a través del porcentaje de partici-
pacién en los impuestos estatales no cedidos ha constituido la via mas im-
portante para financiar las necesidades de gasto vinculadas a las compe-
tencias transferidas.

Durante el «periodo transitorio», la subvencién que las Comunidades
Auténomas recibieron en forma de porcentaje de participacién en los
impuestos estatales se determiné teniendo en cuenta el mandato de la
LOFCA, segin el cual debia garantizarse la financiacién de los servicios
transferidos con una cantidad igual al coste efectivo de los servicios en el
territorio de la Comunidad Auténoma en el momento de ser transferidos.
Esto exigié -tal como se ha mencionado anteriormente- la elaboracion de
una metodologia de calculo para determinar dicho coste efectivo; una vez
cuantificado, se deducia del mismo el importe de la recaudacién pro-
cedente de los tributos cedidos. El PPI se obtenia dividiendo el resultado
antleérior entre los ingresos del Estado por impuestos directos e indirec-
tos™~.

16 ppI®; = (CE®™Y; — Tt / IE®D, siendo CE el coste efectivo, TC los tributos cedidos
e IE los impuestos direcios e indirectos del Estado; ¢ indica el afio e i la Comunidad Auté-
noma.

Para obtener el volumen de recursos que una Comunidad i debfa recibir a través del PPI
se aplicaba: RPPIY; = PPI®; * IE®,

Asi pues, el PPI debia ser calculado cada afio.
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Dos fueron los problemas principales que se detectaron en la aplicacién
de este mecanismo. En primer lugar, desaparecian los incentivos para ges-
tionar adecuadamente los tributos cedidos, ya que un aumento en la re-
caudacién de tales tributos suponia una disminucién del PPI. En segundo
lugar, se producia el llamado «efecto financiero»: los ingresos de las Co-
munidades Auténomas crecian mas rapidamente que sus necesidades de
gasto, debido a que los primeros evolucionaban segtn el incremento en los
recursos tributarios del Estado (la recaudacién impositiva del Estado cre-
cfa de forma muy rapida por aquel entonces debido a la tendencia al alza
de la presién fiscal tras la reforma de 1978), mientras que sus necesidades
(el coste efectivo) aumentaban a un ritmo maés lento.

Con el Acuerdo de 1986, que aprobaba el sistema de financiacién de las
Comunidades Auténomas para el quinquenio 1987-1991, se superaban los
citados problemas y se ponia en marcha una metodologia de cilculo del
PPI basada, tal como dispone el articulo 13 de la LOFCA, en una serie de
variables socioeconémicas. Los principales cambios que supone la nueva
metodologia se resumen en los siguientes puntos:

— El PPI no debera ser calculado cada afio, sino que se fija un valor
permanente para todo el quinquenio.

— La participacién no se calculara s6lo sobre los impuestos directos e
indirectos del Estado. Se afiaden a éstos las cotizaciones a la Seguridad So-
cial y por desempleo y se excluyen los tributos susceptibles de cesién a las
propias Comunidades Auténomas y la aportacién al presupuesto de la Co-
munidad Europea. A esta nueva base de referencia se la conoce como In-
gresos Tributarios Ajustados Estructuralmente (ITAE).

— Los recursos que las Comunidades Auténomas van a recibir a través
del PPI adquieren una mayor estabilidad por el hecho de que su evolucién
esta ligada a la del ITAE, aunque se establece que el crecimiento de dichos
recursos no puede superar el incremento nominal del PIB ni resultar infe-
rior al llamado «gasto estatal equivalente del Estado», definido en el propio
Acuerdo.

— Las variables utilizadas para la determinacién del PPI que corres-
ponde a cada Comunidad Auténoma son la poblacién, la insularidad, la su-
perficie, las unidades administrativas, la pobreza relativa y el esfuerzo fis-
cal. Las ponderaciones otorgadas a dichas variables son distintas segin los
dos bloques de competencias susceptibles de ser financiadas'’. Es decir,
para la financiacién de las competencias comunes a todas las Comunida-

17 Segtin el punto 3.1.1 del Acuerdo de 1986, «las Comunidades Auténomas pueden divi-
dirse, en cuanto a su techo competencial estatutario, en dos grupos: el primero, formado por
las de maximo techo, aquellas que tienen competencias en materia del articulo 151 de la Cons-
titucién Espaifiola, y que para simplificar, en este Método se denominan de forma genérica
“competencias de Educacién” o “materias del articulo 151”7, y el segundo por las demdas Co-
munidades».
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des Auténomas se aplican unas ponderaciones distintas de las que se defi-
nen para la financiacién de las competencias de educacién; por ejemplo, en
este Gltimo caso a la variable poblacién se le aplica una ponderacién mas
alta (84,4%) que en el caso de las competencias comunes (59%).

El Acuerdo de 1992 no introduce cambios significativos en el calculo del
PPI y vuelve a considerarlo la pieza clave del modelo de financiacién de las
Comunidades Auténomas. Los rasgos generales contintan siendo los mis-
mos: la base de calculo del PPI es el ITAE; se respetan las principales va-
riables utilizadas para la distribucién de los recursos a las distintas Comu-
nidades Auténomas; se mantienen las reglas de evolucién con el tope
maximo y minimo... Sin embargo, conviene destacar algunos cambios:

— se incrementa notablemente la ponderacién de la variable poblacién;
— se introduce una nueva variable de reparto: la dispersién geogrdfica;

— disminuye el peso de las variables redistributivas: pobreza relativa y
esfuerzo fiscal;

— se instaura un complejo sistema de reglas de modulacién que sirven
a la vez de clausulas de garantia o topes maximos de crecimiento y cuyo
objetivo es evitar diferencias muy acusadas en los resultados de aplicacién
de los criterios de ponderacién entre las distintas Comunidades Auté-
nomas.

El altimo Acuerdo sobre el modelo de financiacién autonémica para el
quinquenio 1997-2001 no introduce cambios significativos en el calculo del
PPI. Concretamente, se toman como base los recursos obtenidos por cada
Comunidad Auténoma en concepto de PPI correspondientes al afio 1986 y
se actualizan de acuerdo con la tasa de crecimiento del ITAE. Como resul-
tado de la cesi6én del IRPF, la Participacién en Ingresos del Estado (PIE) se
reduce en la misma medida en que aumenta la recaudacién correspon-
diente a la tarifa autonémica y a la participacién territorializada del IRPF.

El aspecto mas novedoso, sin embargo, es la creacién del denominado
Fondo de Garantia para asegurar la obtencién de un volumen minimo de
recursos a todas las Comunidades Auténomas y eliminar los potenciales de-
sequilibrios que se podrian generar por el cambio de modelo. Los recursos
del Fondo de Garantia se aplicarén a los siguientes puntos:

— Limite minimo de evolucion de los recursos por IRPF. En el quinque-
nio de vigencia del Acuerdo el incremento de los recursos que cada Comu-
nidad Auténoma recibe a través de la tarifa complementaria o autonémica
del IRPF o a través de la participacién territorializada en dicho impuesto
debe ser igual, como minimo, al incremento del PIB estatal expresado en
términos nominales. Si el incremento del PIB es superior a la recaudacién
del Estado por IRPF se asegura un crecimiento minimo igual al 90% del in-
cremento del IRPF estatal.
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— Garantia de suficiencia dindmica. Tiene como objetivo evitar que la
distinta evolucién de los mecanismos financieros del sistema conduzcan a
grandes diferencias territoriales en el reparto del volumen total de los re-
cursos. Para ello se garantiza que el incremento de los recursos de cada Co-
munidad Auténoma no ser4 inferior al 90% del incremento de los recursos
del conjunto de las Comunidades Auténomas.

— Capacidad de cobertura de la demanda de servicios publicos. Con esta
garantia se pretende reducir las diferencias que puedan existir entre las Co-
munidades Auténomas en la financiacién por habitante una vez que se haya
completado el traspaso de competencias de educacién no universitaria. Se
garantiza que en el quinto afio del quinquenio la financiacién por habitan-
te en una Comunidad Auténoma no podra ser inferior al 90% de la finan-
ciacién media por habitante del conjunto de las Comunidades Auténomas.

En los indicadores A.1.3.1, A.1.3.2 y A.1.3.3 en el Anexo Estadistico pue-
de observarse la importancia cuantitativa que los recursos procedentes del
PPI han tenido para las distintas Comunidades Auténomas. En 1993 dichos
recursos supusieron mas del 35% del volumen total de ingresos no finan-
cieros (excluyendo el endeudamiento)!® en la mayor parte de las Comuni-
dades Auténomas.

b) La participacién de las Comunidades Auténomas en la cuota li-
quida del IRPF recaudada en su territorio. En octubre de 1993 se aprue-
ba el llamado «Procedimiento para la aplicacién de la corresponsabilidad
fiscal en el sistema de financiacién de las Comunidades Auténomas». Basi-
camente, este procedimiento consiste en desdoblar en dos la subvencién in-
condicionada que las Comunidades Auténomas reciben a través del PPI, de
modo que a la anterior participacién global en ingresos se une una parti-
cipacién territorializada en el IRPF, que se fija en el 15% de la cuota liqui-
da recaudada en cada Comunidad Auténoma. Dicha participacién en el
IRPF se deduce del antiguo PPL

La financiacién entregada a una Comunidad Auténoma (i) en concepto
de PPI (F) ser4 igual a una cantidad de recursos calculada en funcién de
las variables econémicas y demograficas (A(Z)).de dicha Comunidad Auté-
noma comentadas anteriormente (la poblacién, la superficie...), menos la
recaudacién normativa estimada de tributos cedidos y tasas transferidas
(IC"), mas una cantidad de recursos que depende del esfuerzo fiscal de cada
Comunidad Auténoma en el IRPF (IR; — IR;"), siendo IR; la recaudacién
real del IRPF en el afio 1990, que es tomado como afio base, e IR;" la re-
caudacién estimada:

F=A@Z)-1C" + 0,15 OR; - IR;")

18 Concretamente, en 1993 el 31,7% del total de ingresos no financieros presupuestado por
el conjunto de Comunidades Auténomas procede del PPL
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En la practica, y para el afio 1993, se consider6 IR; = IR;", de modo que
el nuevo Acuerdo no tuvo ninguna repercusion en términos monetarios: las
Comunidades Auténomas recibieron la misma cantidad de recursos que
hubieran recibido en caso de no haber existido el Acuerdo. En cambio, a
partir de 1994 y hasta 1996, la recaudacién estimada (IR;") se mueve de
acuerdo con la tasa de crecimiento del ITAE, del PIB o del gasto estatal
equivalente —segtin cual sea el indice que prevalezca—, mientras que la re-
caudacion real del IRPF (IR;) crece en relacién a su propia tasa de creci-
miento. Por tanto, IR; ya no ser4 igual a IR;" sino mayor, por lo cual este
nuevo mecanismo si va a suponer, a partir de 1994, un aumento de recur-
sos para las Comunidades Auténomas. Asimismo se establecen una serie de
reglas de garantia financiera, con el objeto de que ninguna Comunidad Au-
ténoma pierda recursos con la aplicacién del nuevo Acuerdo y ninguna de
ellas obtenga un incremento de recursos demasiado grande. Se fijan, pues,
unos topes maximos y minimos.

En algunas Comunidades Auténomas con reducido techo competencial
y elevada capacidad fiscal la aplicacién de la participacién del 15% en el
IRPF supondria unos ingresos superiores al PPI vigente y, en consecuen-
cia, una transferencia de la Comunidad Auténoma hacia la Administracién
Central. Para evitar esta situacién, se reduce dicho porcentaje. Asi, en Ba-
leares y Aragén se aplica el 10% y en Madrid el 5%. Ademas, cabe tener en
cuenta que este sistema no se aplica en las Comunidades de Castilla y Leén,
Galicia y Extremadura, puesto que votaron en contra de la propuesta.

La cesién del 15% de la cuota liquida del IRPF ha supuesto para las Ha-
ciendas Autonémicas un incremento insignificante de ingresos. Concreta-
mente, para el aflo 1994, significé un incremento de recursos para el con-
junto de las Comunidades Auténomas cifrado en 9.758 millones,
aproximadamente el 1% del total de recursos no financieros por ellas pre-
supuestado!®.

c) Las asignaciones presupuestarias para garantizar un nivel mini-
mo de servicios putblicos. Dentro del capitulo de subvenciones destinadas
a financiar los servicios transferidos, la LOFCA, en su articulo 15, contem-
pla la posibilidad de que las Comunidades Auténomas, en caso de que se
encuentren en una situacién de insuficiencia de recursos, reciban unas
asignaciones presupuestarias complementarias con cargo a los Presupues-
tos Generales del Estado destinadas a garantizar un nivel minimo de servi-
cios publicos fundamentales en todo el territorio. A pesar de que en distin-
tos Acuerdos del Consejo de Politica Fiscal y Financiera se ha reiterado la
necesidad de organizar dichas asignaciones, es bien sabido que hasta el

19 Las Comunidades Auténomas para las cuales la cesion del 15% del IRPF aport6, en tér-
minos absolutos, un mayor volumen de recursos fueron, por este orden, Andalucia, Catalufia
y la Comunidad Valenciana.
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momento se trata de un mecanismo inexistente. Cabe sefialar que en el nue-
vo Acuerdo de financiacién autonémica para el quinquenio 1997-2001 se
vuelve a reiterar la necesidad de poner en marcha este tipo de asignaciones
complementarias. Dado que en los Presupuestos Generales del Estado para
1997 se prevé una partida destinada a dichas asignaciones, quizas final-
mente se haran efectivas.

d) Subvenciones especificas. Las subvenciones condicionadas ligadas
a los servicios transferidos han constituido una parte importante de los re-
cursos de las Haciendas Autonémicas, como reflejan los citados indicado-
res del Anexo Estadistico. Son ingresos que las Comunidades Auténomas
reciben en forma de transferencias del Gobierno Central condicionadas a
su utilizacién; por ejemplo, deben ser destinadas obligatoriamente a gastos
de inversién, ser concedidas a terceros o bien aplicarse a la prestacién de
servicios predeterminados por el propio Gobierno Central. La mayorfa de
estas subvenciones son, pues, de titularidad estatal (es el Gobierno quien
predetermina su finalidad) y de gestién autonémica y estan vinculadas a los
servicios transferidos.

También estarfan dentro de esta categoria los ingresos que las Comuni-
dades Auténomas obtienen por medio de convenios de inversién conjunta
con la Administracién Central, a través de los cuales estas tltimas reciben re-
cursos adicionales para ejecutar inversiones en materias propias de su com-
petencia. De este modo, las Comunidades Auténomas reciben un comple-
mento que les permite aumentar el capital destinado a la prestacién de
servicios transferidos; también en esta linea cabria incluir los llamados «con-
tratos-programa». Se trata de un instrumento de financiacién no reglado y
repartido de forma bilateral y discrecional por la Administracién Central.

Las subvenciones para reducir las diferencias en los niveles
de renta y riqueza

Existen dos tipos de subvenciones que las Comunidades Auténomas re-
ciben con la finalidad de hacer efectivo el principio de solidaridad: las pro-
cedentes del Fondo de Compensacién Interterritorial y las que se reciben
tras la adhesién de Espafia a la Unién Europea con el objetivo de impulsar
las politicas de cohesién e integracién regional a nivel europeo.

a) El Fondo de Compensacién Interterritorial (FCI). Se trata de un
fondo cuyo volumen global no puede ser inferior al 30% de la inversion pa-
blica aprobada en los Presupuestos Generales del Estado y que debe ser
destinado obligatoriamente a gastos de inversion.

En cuanto al funcionamiento y a la propia intencién del FCI se pueden
distinguir dos fases claramente diferenciadas: la que va desde 1982 a 1990
y la que se inicia a partir de este Gltimo afio con la aprobacién de una nue-
va Ley del FCIL
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Durante la primera etapa??, la distribucién de dicho fondo entre las Co-
munidades Auténomas se hacia en funcién de las siguientes variables: el
70% se distribufa en forma inversamente proporcional a la renta por habi-
tante de cada territorio, el 20% en forma directamente proporcional al sal-
do migratorio, el 5% en forma directamente proporcional a la tasa de paro
y €l 5% en forma directamente proporcional a la superficie de cada Comu-
nidad Auténoma. Ademas, se estimé el hecho insular aumentando la canti-
dad que les correspondia a tales territorios insulares en un 5% mas un 1%
por cada 50 kilometros de distancia a la Peninsula.

A la vista de dichas variables, se puede afirmar que se trataba de un ins-
trumento de financiacién redistributivo y, por tanto, independiente del nivel
competencial asumido. Sin embargo, en la practica, y debido a la exclusién
de la inversién nueva en la determinacién del coste efectivo de los servicios
transferidos, los recursos procedentes del FCI se convirtieron en una sub-
vencién de caracter condicionado que debia ser utilizada para financiar los
proyectos de inversién vinculados a las competencias que las Comunidades
Auténomas iban asumiendo. De este modo, se le estaba pidiendo al FCI que
cumpliera con dos objetivos incompatibles, imposibles de alcanzar simulta-
neamente: el de solidaridad y el de suficiencia. El FCI, calculado a través de
variables claramente redistributivas, no proporcionaba a algunas Comuni-
dades Auténomas los recursos necesarios para poder hacer frente a la in-
versién nueva vinculada a las competencias que les habian sido transferidas.

Esta situacién contradictoria, junto con el comportamiento inesperado
de la variable de saldo migratorio, motivé la revisién del FCI?! en 1990. Se
acentud su papel como instrumento de politica regional, con objetivos re-
distributivos, y se eliminé su caracter de instrumento de financiacién, el cual
deberia ser asumido por otros mecanismos incondicionados, basicamente
a través del PPIL. Los principales cambios que se introdujeron fueron dos:

— beneficiarias del FCI no son todas las Comunidades Auténomas, sino

s6lo aquellas cuya renta per cdpita es inferior al 70% de la renta per cdpita

media europea??;

20 En ella se toma como referencia legislativa el Acuerdo 2/81 de 16 de septiembre sobre
criterios de distribucién del FCI, cuyo contenido quedé posteriormente recogido en la Ley 7/84
de 31 de marzo del Fondo de Compensacién Interterritorial.

2t Ley 29/1990, de 26 de diciembre, del Fondo de Compensacién Interterritorial.

22 Bn 1995 recibieron recursos procedentes del FCI 10 Comunidades Auténomas: Anda-
lucia, Asturias, Canarias, Cantabria, Castilla-La Mancha, Castilla y Leén, Comunidad Valen-
ciana, Extremadura, Galicia y Murcia.

El reparto de los recursos entre dichas Comunidades Auténomas se realiza teniendo en
cuenta las siguientes variables: la poblacién (87,5%), el saldo migratorio (1,6%), el nimero de
parados (1%), la superficie (3%) y la dispersién de la poblacién (6,9%). El resultado obtenido
de esta distribucién se corrige en funcién de la pobreza relativa y del hecho insular.
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-— se coordina el FCI con los fondos estructurales de la Unién Europea,
con el objetivo de vincular todos los instrumentos de politica regional que
tuvieran como finalidad la consecucién de objetivos de caracter compensa-
dor y solidario. '

En el reciente Acuerdo sobre financiacién autonémica no hay ninguna
resefia textual al FCI. En el acuerdo séptimo —«Establecimiento de instru-
mentos de solidaridad que garanticen la evolucién y distribucién de los re-
cursos del modelo»— las referencias al principio de solidaridad y a los me-
- canismos de redistribucién se reducen al Fondo de Garantia, descrito
anteriormente.

b) Los fondos estructurales de la Unién Europea. Los recursos que
Espafia recibe procedentes de la Unién Europea se transfieren a las Co-
munidades Auténomas si han de ser invertidos en sectores o actividades
que son de su competencia. Estos fondos se canalizan basicamente a tra-
vés de:

— Fl Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER), destinado a fi-
nanciar infraestructuras y otras inversiones directamente productivas en
las regiones con un nivel de desarrollo inferior a la media europea. A par-
tir de 1990, y dado que sus objetivos coinciden con los del FCI, se han es-
tablecido medidas de coordinacién entre ambos. Casi dos tercios del total
de los recursos que las Comunidades Aut6nomas reciben a través de fon-
dos estructurales europeos proceden de este fondo.

— El Fondo Social Europeo (FSE) financia inversiones en capital hu-
mano y formacién con el objetivo de mejorar la preparacién de la pobla-
cién y adecuarla a las necesidades del mercado laboral.

— El Fondo Europeo de Orientacién y Garantia (FEOGA), que tiene
como finalidad mejorar las estructuras agrarias.

El volumen de recursos que las Comunidades Auténomas reciben a tra-
vés de dichos fondos ha ido creciendo de forma significativa: de un total de
57.942 millones de pesetas en 1989 se pasé a 293.571 en 1993. Desde 1991,
los recursos que proporcionan los fondos europeos superan a los del FCI;
en dicho afio, el volumen de recursos procedentes del FCI fue de 128.845
millones de pesetas, frente a 130.640 aportados por los fondos europeos.
Esta diferencia ha ido aumentando a lo largo de los ultimos afios, lo cual
permite afirmar que el principal instrumento de politica de desarrollo re-
gional lo constituyen dichos fondos europeos y no el creado para ello en
Espaiia, el FCL

Antes de terminar este subapartado destinado a analizar las distintas
subvenciones que las Comunidades Auténomas han ido recibiendo, hay
que sefialar que las subvenciones han sido la principal via de obtencién de
recursos de estas instituciones. Los datos contenidos en los indicadores
A.1.3.1, A.1.3.2 y A.1.3.3 en el Anexo Estadistico permiten comprobar que
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el 79,8% de los ingresos no financieros (sin contabilizar los vinculados al
endeudamiento) presupuestados por las Comunidades Auténomas en 1993
procedian de transferencias del Gobierno Central, con lo que el grado de
dependencia financiera de aquéllas queda suficientemente demostrado.

2.3 El recurso al endeudamiento

La posibilidad que se otorga a las Comunidades Auténomas de recurrir
al endeudamiento esta regulada por la LOFCA (articulo 14), la cual esta-
blece las siguientes limitaciones:

— Las Comunidades Auténomas pueden endeudarse por un plazo su-
perior a un afio siempre que el importe total del crédito sea destinado ex-
clusivamente a gastos de inversion y siempre que el importe de las anuali-
dades de amortizacion, por capital e intereses, no exceda del 25% de los
ingresos corrientes de la Comunidad Auténoma.

— Las Comunidades Auténomas pueden realizar operaciones de crédi-
to por un plazo inferior a un afio con el objetivo de cubrir necesidades tran-
sitorias de tesoreria. ‘

— Las Comunidades Auténomas necesitan la autorizacién del Estado si
desean concertar operaciones de crédito en el extranjero o emitir deuda o
cualquier otra apelacién al crédito publico.

— Las operaciones de crédito de las Comunidades Auténomas deben
coordinarse entre si y con la politica de endeudamiento del Estado. Esta
coordinacién se ha intensificado tras el Tratado de Maastricht con objeto
de cumplir las condiciones para la convergencia de Espafia con los paises
centrales de la Unién Europea. Con este fin se han elaborado los llamados
Escenarios de Consolidacién Presupuestaria, donde se fijan los objetivos
anuales de deuda méaxima para cada Comunidad Auténoma.

Si se observa la evolucion del endeudamiento de las Comunidades Au-
ténomas, se aprecia una fuerte expansién a partir de 1990. Tal como indi-
can C. Monasterio y J. Suarez Pandiello?3, las principales causas se atribu-
yen a las propias deficiencias del sistema de financiacién autonémica, que
generan una insuficiencia de recursos para hacer frente a las competencias
asumidas por las Comunidades Auténomas. Esta insuficiencia debe ser cu-
bierta apelando al crédito. También se recurre a este instrumento financie-
ro como mecanismo generador de ilusién fiscal en los contribuyentes, ya
que de su uso se extraen beneficios politicos superiores a los que se obten-
drian mediante la elevacién de la presién fiscal.

23 Monasterio, C. y Suarez Pandiello, I., Manual de Hacienda Autondmica v Local, Ariel,
Barcelona, 1996, p. 225.
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La tabla 3 muestra que las Comunidades Auténomas mas endeudadas
son, en pesetas per cdpita, Navarra, Catalufia, Pais Vasco y Galicia; las me-
nos endeudadas son las dos Castillas. Asimismo, cabe resaltar que el volu-
men de endeudamiento supone para Navarra el 11,7% del PIB y para el
conjunto de Comunidades Auténomas casi el 6%.

Tabla 3 -~ Endeudamiento acumulado por cada Comunidad Auténoma. Diciembre de 1995

Endeudamiento Endeudamiento Porcentaje de

Comunidades Auténomas (en miles de miliones per cépita endeudamiento
de pesetas) (en pesetas) sobre el PIB (1)

Comunidades Auténomas uniprovinciales (art. 143)
Asturias 66 61.155 3,7
Baleares 46 61.815 2,6
Cantabria 35 66.630 3,8
Madrid (2) 421 83.279 3,8
Murcia 89 82.665 572
La Rioja 22 83.590 41
Total Comunidades Autdnomas uniprovinciales (art. 143) 679 77.655 3,8
Comunidades Auténomas pluriprovinciales (art. 143)
Aragon 109 92.296 46
Castilla-La Mancha 75 45.341 3,0
Castilla y Ledn 131 52.606 3.1
Extremadura 73 69.757 55
Total Comunidades Auténomas pluriprovinciales (art. 143) 388 60.893 3,7
Comunidades Auténomas articuio 151
Andalucia (3) 690 97.458 7.4
Cataluha 965 158.366 7.2
Canarias (4) 114 73.761 4,4
Comunidad Valenciana (4) 415 105.851 6,1
Galicia 331 121.900 8,7
Total Comunidades Auténomas articulo 151 2.515 117.771 7.0
Comunidades Auténomas forales
Navarra 131 249.816 11,7
Pais Vasco 293 141.843 6,7
Total Comunidades Auténomas forales 424 163.703 7.7
Total Comunidades Auténomas 4.006 102.559 5,7

(1) Datos provisionales.

(2) Articulo 144c¢. Territorios uniprovinciales que no tengan entidad regional histérica.

(3) Articulo 151.1.

(4) Se suele incluir enire las Comunidades Auténomas de autonomfa plena a las Comunidades Autonomas asi-
miladas (Canarias y Comunidad Valenciana), aunque respecto a ellas no encaje ni la denominacion de Comu-
nidad Auténoma del articulo 151 ni la de via rapida.

Fuente: Elaboracion ERA a partir de Banco de Espafia, Boletin Estadistico, noviembre 1986.
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3. El debate actual sobre la financiacién

No podemos terminar este analisis de la financiacién autonémica sin re-
ferirnos al debate politico y social actual.

3.1 Algo mds que un acuerdo poselectoral

Algunos podrian pensar que el modelo de financiacién autonémica aho-
ra propuesto por el Gobierno es el resultado de una coyuntura electoral.
Tanto la cesién del 15% del IRPF en 1993 como el nuevo modelo de finan-
ciacién acordado por el Gobierno Central y un buen ntimero de Comuni-
dades Auténomas en septiembre de 1996 se han producido tras dos con-
frontaciones electorales y han aparecido a los ojos de muchos como la
contrapartida o precio que se ha pagado por el apoyo de los parlamenta-
rios de CiU para poder formar Gobierno. Sin negar la importancia que la
coyuntura electoral haya tenido, conviene no olvidar que la financiacién
autonémica es un proceso aun no cerrado y que como tal esta sujeto a las
cambiantes circunstancias del proceso de descentralizacién politica segui-
do en nuestro pais.

Espafia es en estos momentos uno de los paises europeos mas equili-
brados desde el punto de vista territorial. Con el sistema de financiacién
autonoémica vigente hasta 1996, el denominado «sistema LOFCA», se ha lo-
grado que las diferencias en renta familiar disponible hayan ido disminu-
yendo desde la implantacién del sistema autonémico. Como sefiala el Pre-
sidente de la Comunidad de Castilla-La Mancha, José Bono, «de la lectura
atenta del informe -Desigualdad y pobreza en Espatia, elaborado por el INE
y la Universidad Auténoma de Madrid- y de sus conclusiones, devienen re-
flexiones sobre el modelo de financiacién autonémica como instrumento de
cohesién territorial. Si entre 1981 y 1991 la velocidad de reduccién de las
desigualdades territoriales fue notablemente superior a la desarrollada en
los siete afios anteriores, es decir, entre 1974 y 1981, se podria convenir que
ello ha sido posible gracias a una voluntad por igualar un territorio, como
el espafiol, que en la década de los 70 se encontraba deficientemente verte-
brado, con profundas desigualdades de renta y riqueza, y con extensas zo-
nas de sombra econémica y social»?*. Asi pues, se puede decir que con el
sistema LOFCA se ha conseguido dar una respuesta adecuada al principio
de solidaridad interterritorial.

Desde otro punto de vista, la evolucién del proceso de descentralizacién
politica determina que la situacién competencial de las Comunidades Au-
ténomas sea hoy radicalmente distinta a la de 1986, afio en que se pone en

24 Bono, J., «Acuerdo para la convivencia», Direccién y Progreso, n. 150, 1996, p. 23.
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marcha el llamado «periodo definitivo» del sistema LOFCA. A medida que
las Comunidades Auténomas van adquiriendo mayor autonomia politica,
que se traduce en mas competencias, se hace més necesaria una mayor au-
tonomfia financiera. «El problema actual deriva del hecho de que, transcu-
rridas casi dos décadas desde la promulgacién de la Constitucién persisten
las caracteristicas de un sistema provisional, cuya légica tenia sentido en el
perfodo transitorio de las transferencias, pero que carece de fundamento
en el momento presente»?>. El resultado es que el modelo de financiacién
vigente hasta 1996 no garantiza adecuadamente el principio de autonomia
financiera y corresponsabilidad fiscal.

Nos encontramos as{ ante un modelo de financiacién que ha dado res-
puesta al principio de solidaridad, pero que, a medida que iba avanzando
el proceso de descentralizacién politica, mostraba un claro déficit respecto
al principio de autonomia financiera y corresponsabilidad fiscal. Desde to-
das las Comunidades Auténomas se reconoce la necesidad de incrementar
su autonomia financiera. Sin embargo, dotar de mayor autonomfa finan-
ciera a las Comunidades Auténomas implica necesariamente alterar la si-
tuacién anterior, resultado de un dificil proceso de acuerdo en el que aca-
bo alcanzandose el consenso, e incrementar las desigualdades. Por ello, el
debate en torno al nuevo Acuerdo se centra en la ruptura del consenso que
sobre este tema se habia alcanzado hasta ahora y en el cumplimiento del
principio de solidaridad. Respecto a este segundo aspecto, dos son los te-
mas bésicos de discusién:

— los instrumentos elegidos para lograr una mayor autonomia finan-
ciera;

— la capacidad de las medidas complementarias propuestas para
corregir las desigualdades que se van a derivar de la mayor autonomia fi-
nanciera de las Comunidades Auténomas.

3.2 Aumenta notablemente la autonomia financiera
y la corresponsabilidad fiscal

En el nuevo Acuerdo de financiacién autonémica se reconoce explicita-
mente como objetivo basico que las Comunidades Auténomas alcancen un
mayor grado de autonomfa en el ingreso. Es unanime la opinién de que, en
efecto, va a aumentar considerablemente la autonomia financiera de las Co-
munidades Auténomas de régimen comin que acaben aceptando el nuevo
modelo y, por tanto, aumentara también su corresponsabilidad fiscal. En
los graficos 2 y 3 se puede comprobar este incremento de la autonomia fi-
nanciera de las Comunidades Auténomas tras la aplicacién del Acuerdo: el

25 Bizcarrondo, A., «Repercusiones del actual sistema de financiacién autonémica», Di-
reccion y Progreso, n. 150, 1996, p. 66.
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Gréfico 2 - Estructura financiera de las Comunidades Auténomas de régimen comiin. Situacién actual.
En porcentaje. 1996
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en el afio de Maastricht, Circulo de Empresarios, Madrid, 1996.

porcentaje de la suma de los tributos cedidos y tasas y del IRPF autoné-
mico —participacién en el 15% en el grafico 2 y cesién del 30% en el grafi-
co 3- aumenta claramente en el nuevo modelo.

El primer ambito de debate afecta a la concrecién de la corresponsabi-
lidad fiscal y a la capacidad normativa. Cabe preguntarse si la cesién del
15% del IRPF que se llevé a cabo en 1993, e incluso la propuesta de un 30%
sin capacidad normativa, no constituye un incremento real o suficiente de
la autonomia financiera. La cuestién de fondo es la siguiente: spuede ha-
ber autonomia financiera y corresponsabilidad fiscal sin capacidad norma-
tiva? «Las participaciones territorializadas (15% del IRPF) contribuyen mo-
destamente a la corresponsabilizacién fiscal de las Haciendas autonémicas,
ya que en nada afectan a su capacidad de ingreso»2®. La corresponsabili-
dad fiscal supone capacidad normativa, es decir, que las Comunidades Au-
ténomas puedan decidir sobre algunos elementos de algunos tributos. La
utilizacién de mérgenes normativos permite equilibrar el sistema «al hacer

26 Sevilla, J., «La capacidad normativa de las Comunidades Auténomas», Direccién y Pro-
greso, n. 150, 1996, p. 51.




El dinero de las Autonomias: una polémica inacabable 561

Gréfico 3 ~ Estructura financiera de las Comunidades Auténomas de régimen comun. Nuevo sistema.
En porceniaje. 1996
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coincidir las competencias politicas de las Comunidades Auténomas con
sus responsabilidades fiscales»?”.

Hay que decir de antemano que las Comunidades Auténomas ya dispo-
nian de capacidad normativa: como ya indicamos anteriormente, se les re-
conoce el derecho a establecer recargos sobre los principales impuestos del
Estado y a crear impuestos propios sobre cualquier materia no gravada por
el Estado. Por tanto, la discusién de fondo no se centra en la capacidad nor-
mativa, sino en los impuestos sobre los que se reconoce dicha capacidad
normativa de las Comunidades Auténomas. Entramos asi en el nicleo del
debate: la cesién del 30% del IRPF con capacidad normativa y sin topes.

3.3 Discutible seleccion de figuras tributarias. La cesion del 30%
del IRPF

Aungue en el Acuerdo se reconoce capacidad normativa también sobre
determinados tributos cedidos, la escasa cuantia de los mismos hace que el

2T Ibidem, p. 54.
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verdadero aumento de la corresponsabilidad fiscal recaiga sobre la cesién
del 30% del IRPF. Para los firmantes del Acuerdo se ha elegido la figura tri-
butaria del IRPF porque la solucién a los problemas de falta de autonomia
financiera pasaba ineludiblemente por «posibilitar la intervencién de las
Comunidades Auténomas en algin tributo de potencia recaudatoria signi-
ficativa que comportase una minima implicacién territorial»28.

No es de la misma opinién Magdalena Alvarez, Consejera de Economia
de la Junta de Andalucia, para quien «la inclusién del tramo autonémico
del IRPF, con capacidad normativa y sin topes, no es asumible. Es un im-
puesto de muy dificil territorializacién, por su naturaleza personal, su ca-
racter progresivo y su finalidad redistributiva como principal elemento de
nuestro sistema fiscal. Sus rendimientos se distribuyen de manera desigual
en el territorio y, ademads, grava la totalidad de las rentas del sujeto pasivo,
sin tener en cuenta el lugar donde se producen. Por ello, la cesién del IRPF
a las Comunidades Auténomas supone limitar su capacidad redistributiva,
toda vez que su efecto quedara reducido dentro de las Comunidades Auté6-
nomas donde residan los sujetos pasivos de dicho impuesto. Se debilita, por
tanto, como instrumento de cohesién territorial»?°.

En el Libro Blanco sobre la financiacion autonémica el grupo de exper-
tos que lo redacté reconoce que en la mayoria de los Estados federales y en
los que se ha procedido a una descentralizacién fiscal ésta afecta, entre
otros impuestos, al IRPF. No obstante, recomendaba como férmula de co-
rresponsabilidad «sustituir la actual participacién territorializada del 15%
en el Impuesto sobre la Renta por un impuesto autonémico sobre la renta
de caracter proporcional, cuyo importe seria deducible de la cuota del im-
puesto estatal. A ello habria que anadir un impuesto autonémico sobre el
consumo, resultado de la cesién parcial a las Comunidades Auténomas de
la fase minorista del Impuesto sobre el Valor Afiadido y, en su caso, de los
Impuestos Especiales»3°,

Se consideraba preferible la opcién de «una cesta de impuestos» porque
con ella se daba respuesta a dos objetivos importanies:

— que las Comunidades Auténomas dispusieran de una base impositi-
va mas amplia;

— que todas tuvieran un nivel de autonomia tributaria més parecido, lo
cual es mas facil conseguirlo a través de los impuestos sobre el consumo
que a través del IRPF, ya que la capacidad fiscal de las Comunidades Au-
ténomas es mas homogénea respecto a los primeros.

28 Costa, J., «La reforma del sisteman, Direccidn y Progreso, n. 150, 1996, p- 14.

2% Alvarez, M., «La regresién por sistema», Direccidn y Progreso, n. 150, 1996, p. 33.

30 Monasterio, C., Pérez, F., Sevilla, J., Solé Vilanova, J., Libro Blanco sobre la financiacion
autondmica, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1995.
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Gréfico 4 — Estructura financiera de las Comunidades Auténomas de régimen comin. Nuevo sistema
con competencias de educacion generalizadas. En porcentaje. 1996
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Fl Gobierno aducia razones técnicas para no introducir la corresponsa-
bilidad en relacién con los Impuestos Especiales y el IVA. Los acuerdos re-
cientes con el Pais Vasco, aunque no eliminan las dificultades reales, de-
muestran que éstas no son insalvables. Este hecho ha contribuido a avivar
atin mas la polémica, ya que desde la Junta de Andalucia se propuso como
alternativa a la cesién del 30% del IRPF que el avance de la autonomia fi-
nanciera se fundamentara en los Impuestos Especiales y el IVA, opcién que
no fue considerada aduciendo precisamente importantes dificultades técnicas.

Al descansar el avance en la autonomia financiera casi en exclusiva so-
bre la imposicién directa, el grado de autonomia que podran alcanzar las
distintas Comunidades Auténomas sera muy variable, ya que dependera de
la riqueza gravada, muy dispar de unas Comunidades a otras. Esta opcion,
«ademas de generar diferencias de financiacién entre las Comunidades Au-
ténomas —motivadas tanto por su diferente capacidad fiscal como por la
evolucién de ésta- [...], limita el avance de la autonomia politica, al otor-
gar distintos niveles de autonomia financiera»>!. En el grafico 3 las Comu-

31 Alvarez, M., op. cit., p. 33-34.
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nidades Auténomas del art. 143 aparecian como las Comunidades con ma-
yor autonomia financiera; sin embargo, la razén fundamental de esa situa-
cién es su menor nimero de competencias de gasto. Si se calcula la es-
tructura financiera de las Comunidades Auténomas de régimen comtin en
el nuevo sistema con competencias de educacién generalizadas, situacién
que no tardara en producirse, obtenemos para 1996 los resultados que se
recogen en el grafico 4. La imagen, no muy distinta seguramente a la pre-
vista al finalizar la aplicacion del nuevo modelo, como sefiala Francisco Pé-
rez Garcia’?, refleja que las diferencias en autonomia financiera van a au-
mentar y que las Comunidades Auténomas con,menor capacidad fiscal van
a seguir dependiendo mucho de las transferencias del Gobierno Central.

3.4 Competencia fiscal

Otro de los frentes de la polémica es el que se refiere a la posibilidad de
que se establezca una competencia fiscal entre Comunidades. «Atribuir ca-
pacidad normativa sobre el IRPF a las Comunidades Auténomas favorece
la aparicién de paraisos fiscales y promueve una competencia fiscal desleal.
Dicho de otro modo, en las Comunidades Auténomas mas desarrolladas -y,
por tanto, con mayor nivel y menor necesidad de servicios publicos—, se po-
dra disminuir la presién fiscal para asi atraer factores productivos ubicados
en otras Comunidades. Como es obvio que las autonomias con mayores ne-
cesidades no podran seguir esta estrategia, se agravardn atin mas los dese-

quilibrios interterritoriales existentes»>>.

En el Acuerdo se reconocen los riesgos de competencia fiscal entre Co-
munidades —creacién de paraisos fiscales— que se pueden derivar de la ca-
pacidad normativa sobre la tarifa autonémica del IRPF, pero se considera
que ese riesgo queda conjurado con las limitaciones impuestas: las varia-
ciones de la tarifa autonémica no podran dar como resultado una cuota
superior o inferior a un 20% a la que existirfa si no se alterara la tarifa y,
por otro lado, las deducciones que podran ser modificadas seran las refe-
ridas a las circunstancias personales y familiares y no a las empresariales.
Por otro lado, se establecen clausulas antielusivas para salir al paso de los
cambios ficticios de residencia que s6lo tengan por objeto disminuir la
presioén fiscal.

Los criticos al nuevo modelo sefialan ademas que creara barreras fis-
cales distorsionadoras del mercado interior y contrarias al proceso de ar-
monizacién fiscal dentro de la Unién Europea. A esta objecién se respon-
de afirmando que la tendencia a la armonizacién fiscal en Europa significa
eliminar cualquier efecto discriminatorio que el sistema fiscal pueda in-

32 pgrez Garcia, F., op. cit., p. 293-295.
33 Alvarez, M., op. cit., p. 35.
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troducir en el funcionamiento del mercado, pero esto no implica que to-
dos los impuestos deban tener la misma configuracién e iguales tipos im-
positivos.

3.5 ¢Estd suficientemente asegurada la solidaridad?

En el nuevo Acuerdo la solidaridad o funcién redistributiva recae en el
denominado Fondo de Garantia, cuyas caracteristicas ya hemos descrito
anteriormente. Los firmantes del Acuerdo consideran que dichos mecanis-
mos redistributivos son suficientes para corregir los desequilibrios del mo-
delo y cumplir con el principio de solidaridad.

Las discrepancias con esta opinién se centran en dos aspectos:

— Se critica que el nuevo modelo no introduce ningdn avance en los
mecanismos de solidaridad establecidos en la Constitucién para conseguir
un reequilibrio territorial, especialmente en lo que se refiere al Fondo de
Compensacion Interterritorial.

— Se considera que el Fondo de Garantia estd mal planteado, ya que
toma como criterio de equidad la financiacién per cdpita. «Si a ello se le
afiade que la compensacién de capacidad de cobertura de servicios publi-
cos, que es la tltima de las garantias del modelo, se establece segin el cri-
terio de la financiacién por habitante, se comprendera que los mecanismos
niveladores del modelo puedan resultar insatisfactorios para algunas Co-
munidades Auténomas. Pues ese criterio de financiacién per cdpita, por su
sencillez y automatismo, impide tener presentes las cuestiones relaciona-
das con la desigual distribucién interterritorial del capital publico desde el
inicio del proceso de descentralizacién del gasto y las diferencias en cuanto
al coste de prestacién de los servicios publicos fundamentales que existen
entre las Comunidades Auténomas, debido a la dispersiéon demografica, la
orograffa, etc., cuestiones que preocupan principalmente a las Comunida-
des Auténomas con menores niveles de desarrollo econémico»>*.

A estas objeciones responde el Consejero de Economia y Finanzas de la
Generalitat de Catalufia®® sefialando que el cumplimiento del principio de
solidaridad que se deriva del Acuerdo no se puede medir inicamente a par-
tir de los mecanismos redistributivos disefiados en el mismo. Han de te-
nerse en cuenta también el gasto directo de la Administracién Central, tan-
to a través de la inversion directa como del FCI, y los fondos europeos, cuya
importancia cuantitativa ya hemos destacado en nuestro analisis.

34 70rnoza, J., «El nuevo modelo y el bloque de la constitucionalidad», Direccion y Pro-
greso, n. 150, 1996, p. 59.
35 Alavedra i Moner, M., «Un paso decisivo», Direccicén y Progreso, n. 150, 1996, p. 30.
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3.6 Coste del nuevo modelo

Desde el Gobierno se sefiala que con el nuevo modelo ninguna Comu-
nidad Auténoma va a recibir menos recursos. Ante esta afirmacién resulta
inevitable preguntarse por el coste del nuevo modelo de financiacién: ¢de
dénde sale el dinero que se dice van a recibir de mas las Comunidades Au-
ténomas? «En el momento inicial el cambio del esquema de fuentes finan-
cieras de las Comunidades Auténomas se plantea con un efecto financiero
nulo, pues se trata solamente de sustituir transferencias por el derecho al
rendimiento estimado de una parte del IRPF. Simétricamente, la Hacienda
Central renuncia a esa recaudacién y también se libera de la obligacién de
pagar la cantidad equivalente de transferencias»>°.

No obstante, hay autores que muestran sus prevenciones respecto a esta
pretendida neutralidad financiera del modelo. «Lo que no debe suceder es
que la solucién solidaria venga por un incremento del gasto global. Uno de
los problemas suscitados, con motivo de la introduccién del sistema de la
participacién en el 30% de la recaudacién por IRPF en el territorio es el de
si, para mantener los equilibrios comparativos, los ingresos de todas las Co-
munidades Auténomas van a mantener la misma relacién mutua que en el
afio de partida, por el procedimiento de aumentar la financiacién del Esta-
do de modo que todas las Comunidades Auténomas queden mejoradas por
el rasero de la que haya obtenido un mejor resultado en la aplicacién del sis-
tema del 30% del IRPF. O sea, que el Estado compense. O sea, que el Esta-
do gaste dinero adicional»3”. Desde esta perspectiva de aumento del gasto
publico se ha lanzado la polémica sobre la posible incompatibilidad del nue-
vo modelo de financiacién y el cumplimiento de los criterios de convergencia.

Nos enconiramos ante un debate eminentemente politico, en el sentido
mas noble de la palabra, pues en él estd en juego el futuro de nuestra con-
vivencia. Creemos sinceramente, como ya sefialamos en las Tesis Interpre-
tativas, que se trata de un debate de consolidacién, mas necesario cuando
después de 15 afios la realidad autonémica ha pasado a formar parte de la
vida cotidiana de los espafioles. En este contexto es importante introducir
el tema de la financiacién autonémica en la «<normalidad politica», pero sin
olvidar los riesgos asociados a toda modificacién y sin poner en peligro
aquellos logros que han dado legitimidad al proceso. Por ello, seria desea-
ble que se recompusiera el consenso, que se adelantara en el debate sobre
la reforma del Senado como Camara Autonémica o de representacién te-
rritorial. Se ayudaria asf a crear el &mbito mas adecuado para una discu-
sién serena y objetiva de este aspecto tan fundamental para nuestro futuro
politico y social.

36 pérez Garcia, F., op. cit., p. 299-300.
37 Garcia Aftoveros, J., «La financiacién de las CC.AA.: El debate de la corresponsabilidad»,
Direccion y Progreso, n. 150, 1996, p. 48.
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